Carátula 


(Ocupa la Presidencia ad hoc el señor Senador Agazzi.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 12 minutos.) 


-Buenas tardes a los integrantes de la Comisión y a quienes hoy nos visitan. En el día de hoy 
recibimos al Ingeniero Agrónomo Enzo Benech, Subsecretario del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca; al doctor Alberto Castelar, Director General de Secretaría; al doctor Daniel Gilardoni, Director 
de la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos -Dinara- y a la doctora Cecilia Esponda, asesora 
jurídica. 


Nosotros invitamos a los miembros del Ministerio a comparecer ante la Comisión. Estamos 
considerando el proyecto de ley sobre pesca y acuicultura, que ya lleva unos cinco años en el Poder 
Legislativo. Fue considerado y aprobado por la Cámara de Representantes. Esta Comisión lo está 
tratando, ya hemos recibido a algunas delegaciones que se refirieron al tema y enviamos al Ministerio 
la versión taquigráfica de dichas reuniones. En el día de hoy los convocamos para hablar sobre este 
asunto. 


A continuación les ofreceremos el uso de la palabra por si quieren hacer alguna 
consideración y posteriormente los señores Senadores plantearemos preguntas relativas a esta 
iniciativa que hemos venido construyendo luego de escuchar a quienes vinieron a darnos sus puntos 
de vista. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Agradecemos la invitación que nos cursaron y estamos aquí como 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Digo esto porque para quienes venimos de otras áreas la 
pesca siempre queda un poco rezagada. En el día de hoy vamos a opinar sobre el proyecto de ley y a 
evacuar dudas y consultas, si las hubiere. 


En el tema de la pesca y la acuicultura hemos tratado de compendiar la legislación existente 
y de poner un poco más el foco en algunos temas que, a nuestro juicio, son importantes para el país. 
Me refiero especificamente a la acuicultura, que no ha tenido mucho desarrollo. Aparentemente, ahora 
está empezando a haber interesados en el tema debido a la política de riego y el incremento de las 
reservas de agua, donde puede encontrar un punto de apoyo. 


Obviamente, nosotros hemos leído las versiones taquigráficas de las delegaciones que 
concurrieron a la Comisión y, dado que esto es importante para este Ministerio y entendemos que 
también lo es para el país, se está generando y poniendo al día una nueva normativa. 


Por supuesto que nos ofrecemos a contestar dudas, si las hubiera. Por eso hemos venido 
acompañados por el Director y la abogada de la Dinara, que son quienes directamente tienen que ver 
con esta actividad. 


Quedo a sus órdenes. 


SEÑOR GILARDONI.- Ya hemos estado presentes en otra ocasión y en varias reuniones, de modo 
que no vamos a repetir lo que hemos dicho sobre la importancia de esto. Sí queremos decir -como lo 
expresó también el señor Subsecretario- que hemos leído las últimas versiones taquigráficas. Nos 
gustaría hacer las puntualizaciones y dar las respuestas a sus inquietudes o a lo que entiendan 
necesario. Al final de la reunión estaremos presentando una redacción nueva para un artículo, que en 
su momento fundamentaremos. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados y sean bienvenidos. Es un 
gusto trabajar con la gente del Ministerio, como siempre. A fuer de sinceros, en ocasión de la visita de 
la Cámara de Armadores Pesqueros, plantearon algunas dudas que nosotros quisiéramos compartir 
con ustedes, porque algunas, por lo menos, nos parecieron muy razonables. 


Quiero hacer referencia a las observaciones que puede haber en el artículo 36 del proyecto 
de ley, que habla de las transferencias de los permisos. 


No digo nada acerca del artículo 37 sobre la caducidad de los permisos, porque en realidad 
hay allí alguna excepción. Cuando la posibilidad de estar en actividad sea fundada, se puede hablar y 
discutir sobre eso. 


Por otra parte, los armadores plantean que de acuerdo con el régimen de responsabilidad del 
artículo 84, el Capitán ya no es más responsable de las infracciones, sino que el principal responsable 
llega hasta el armador. Hay casos en los cuales hay que salir a hacer descargos según la acumulación 
de los expedientes; eso pasa durante dos, tres, cuatro, cinco o seis meses, de pronto llaman al 
armador para aclarar los descargos de una acción que ocurrió hace mucho tiempo, y todo eso después 
es bastante difícil de levantar. 


Por último, el régimen sancionatorio del que da cuenta el artículo 82, establece que la 
máxima multa que se aplica en la Administración es de 4.000 unidades reajustables, según su versión, 
y aquí se llega hasta 6.000. 


Y sobre el artículo 90, que deroga todo lo que se oponga a este proyecto de ley, ellos 
preguntan si se deroga el Código de Comercio, por ejemplo, teniendo en cuenta que en el Libro 
Tercero, Título ll, a partir del artículo 1.070, se hace referencia a estas cuestiones. 


Las dudas, entonces, giran en torno a esos artículos: el 36, el 82, el 84 y el 90. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- Mi planteo va en la misma línea que señaló el señor Senador Nin Novoa. 


Se ha dicho por parte de la delegación de los armadores que esta iniciativa nace sin 
consensos, por lo menos, en el plano sindical y empresarial. También expresaron que no pudieron 
hablar con el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca con respecto a este tema. Por otro lado, 
dijeron que en esta iniciativa no se estaría contemplando el plan estratégico en relación con el tema de 
la pesca. También se hizo referencia a que de los 60 barcos de bandera nacional que existen, 33 son 
corvineros y que muchos barcos dejaron de hacer la pesca de la merluza negra. 


Al igual que lo hizo el señor Senador Nin Novoa, me gustaría que se hablara sobre el artículo 
36 que refiere a la negociabilidad y a la inembargabilidad de los permisos. 


También quiero hacer mención a las disposiciones relativas a las infracciones. Si se hace una 
rápida lectura, se puede observar que las sanciones no respetan el principio del debido proceso. 


Por otra parte, me pregunto si la participación de los trabajadores en el fondo proveniente de 
la recaudación de las sanciones no termina retroalimentando una suerte de poder sancionatorio, como 
sucede en otras actividades del Estado, tanto en el gobierno nacional como en el departamental. Esto 
es lo que se conoce como la “industria de la multa”; como hay una coparticipación, la multa viene a ser 
una especie de ingreso fijo y por esa razón termina aplicándose a cualquier costo. 


Por otro lado, quiero hacer mención a la cuantía de las multas -que se establecen en el 
artículo 82-, tema al que también se refirió el señor Senador Nin Novoa. 


Asimismo, deseo señalar el tema de la responsabilidad del armador y del capitán y la 
diferenciación que debería existir al respecto. En este caso hay un apartamiento del principio de 
responsabilidad subjetiva -más allá de la responsabilidad objetiva-, ya que en el texto normativo no 
existe responsabilidad para el capitán, sino para los armadores, a pesar de que luego de que el barco 
parte, el capitán es el que dispone sobre él. 


Voy a quedar por aquí, señor Presidente, porque sobre la base de la respuesta a algunas 
preguntas que hemos formulado los señores Senadores que hemos iniciado esta ronda, quizás pueda 
insistir en algún punto más. 


Muchas gracias a la delegación por su comparecencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos una gran cantidad de preguntas formuladas. Comencemos por 
escuchar las respuestas de nuestros invitados, para luego continuar con el desarrollo del tema. 


SEÑOR GILARDON!.- En general, las preguntas formuladas por los dos señores Senadores apuntan 
más o menos a los mismos lugares, por lo que trataremos de responderlas en su totalidad, 
comenzando por el orden de las preguntas del señor Senador Nin Novoa. 


Sabemos que la negociabilidad y la embargabilidad de los permisos son temas delicados 
para los armadores y que, a su vez, también tiene su sensibilidad política. La inembargabilidad de los 
permisos ya estaba fijada en una ley del año 2001, tal como lo mencioné oportunamente en la sesión 
anterior a la que concurrí. En ese momento, quien habla remitió oportunamente al señor Senador 
Chiruchi -que, si no me equivoco, figuraba entonces como Presidente de la Comisión- la referencia 
legal sobre la que se asienta el artículo 199 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, que 
establece: “Decláranse inembargables los permisos de pesca otorgados por el Poder Ejecutivo”. Esta 
ley reúne normativas que están vigentes por otras normas -es un mérito de la ley- y en este caso se 
incluyeron porque estamos de acuerdo en que los permisos sean inembargables. El hecho de tener un 
permiso embargado y sin operar, puede dar lugar, por ejemplo, a la pérdida de cupos que se otorgan a 
nivel de comisiones internacionales y, a su vez, a que esa embarcación no se encuentre trabajando, 
perdiendo días de trabajo -jornales e ingresos- y, asimismo, bajando los promedios de pesca. Como 
señalábamos, Uruguay cuenta con la particularidad que prácticamente todo lo que pesca son recursos 
compartidos y administrados por comisiones internacionales, como las comisiones binacionales con 
Argentina -en especial la Comisión Administradora del Río de la Plata y la Comisión Técnica Mixta del 
Frente Marítimo- y otras, como la Comisión Internacional para la Conservación del Atún Atlántico. 


Con respecto a la transferibilidad de los permisos, entendemos que en el caso de que la 
empresa decida no utilizarlos deben volver al Estado para que sea éste quien le dé un mejor uso. Esto 
no quiere decir que las empresas no se puedan vender o negociar, lo que se declara innegociable es el 
permiso de pesca que otorga el Estado con determinados fines -a veces vinculados a una planta 
procesadora, etcétera- evitando, de esa manera, que dicho permiso vaya a una persona que está fuera 
de una planta procesadora. También funciona como una reserva contra la concentración de los 
permisos y contra algunas situaciones que se dieron años atrás, cuando parecía que las transferencias 
estaban destinadas a blanquear situaciones de empresas. En ese sentido es que lo proponemos y 
damos nuestras explicaciones. 


Tal como lo mencioné en la sesión de la Comisión anterior, para nosotros es muy importante 
mantener la innegociabilidad de los permisos que se otorgan para pesca artesanal, en especial, porque 
esos permisos son otorgados a quienes son pescadores. En el año 2010 creamos un registro de 
aspirantes a la pesca artesanal, donde se les da preferencia a los pescadores artesanales. En este 
caso, la transferencia o el negocio que se hace con los permisos va en contra de una política que a 
esta altura es internacional y que se ha plasmado en lo que son las gobernanzas sobre las directrices 
de tenencia de la tierra, los bosques y el agua, lo cual se realiza con una visión de derechos humanos 
para lo que es la pesca en pequeña escala. Por eso, en especial queremos destacar la importancia de 
la intransferibilidad para los permisos de pesca artesanal. 


Con relación al artículo 84, sobre responsabilidad de los patrones de pesca, en su momento 
entendimos que no era un tema para esta ley porque necesita una discusión en otro ámbito. Hoy la 
potestad sancionatoria y todo lo que tiene que ver con el trabajo en el mar, sea de pesca, marina 
mercante u otros, recae en dependencias vinculadas a la Armada Nacional, como la Prefectura. Nos 
interesa que los patrones tengan su responsabilidad ante la comisión de infracciones, pero esta ley en 
especial aborda temas de pesca y de los permisos de pesca y el responsable, como titular del permiso 
de pesca, es la empresa, frente a la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos. 


Hay un reciente fallo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo en el caso de una 
empresa pesquera que tuvo una multa de un valor importante y pretende transferir la responsabilidad al 
patrón de pesca. La sentencia del Tribunal dice que la empresa tiene las suficientes garantías para 
responsabilizar al patrón en los ámbitos civiles y naturales que existen. Sí quiero dejar en claro que 
este es un tema que nos interesa mucho trabajarlo y llegar a dictar una norma en la cual el patrón 


también comparta la responsabilidad en el tema de la acción en pesca. En su momento, cuando se 
presentó esta ley, optamos por el camino de aprobar en primer término esta ley de pesca responsable 
y luego atacar ese tema con las otras autoridades competentes en la materia. 


Con relación al artículo 82 que menciona que la máxima multa es de 4.000 U.R., los montos 
que figuran en este proyecto de ley ya están establecidos por normas anteriores al año 2005. En estas 
dos Administraciones -la anterior, que acompañé y esta, en la que tengo responsabilidad- no hemos 
innovado en la cuantía de las multas que se aplican, sí hemos profundizado los controles. Tampoco 
creo que la mayor multa que se aplica en el país sea de 4.000 U.R., porque creo que cuando se aprobó 
la Ley de Suelos, se planteó una multa bastante superior a ésta. Quiero dejar en claro que esta norma 
no innova en los valores, están fijados de antes. 


Ahora voy a realizar algunos comentarios sobre lo que señaló el señor Senador Larrañaga y 
dejo la pregunta inherente al Código de Comercio para el final. 


Con relación a que la ley nace sin consensos, probablemente lo que se quiso decir es que no 
existen consensos totales, pero estamos hablando de una ley que tiene un articulado muy extenso y, 
sin embargo, los artículos o Capítulos que se cuestionan, tanto por los armadores como por los 
gremios, no representan la totalidad de la ley. Esta ley constó de un proceso participativo. Recuerdo al 
menos dos talleres que se realizaron en el Palacio Legislativo con participación de decenas de 
personas del todo el país y recuerdo, también, rondas que se hicieron con todos los actores del sector. 
Por supuesto que una ley no puede contemplar todos los intereses. El Ministerio terminó redactando su 
proyecto y poniéndolo a consideración de quienes tienen la responsabilidad de legislar. Los gremios 
han dicho que primero se precisaba una política de Estado, pero todos recordamos pintadas -tenemos 
registros en la Mesa de la Pesca- en las cuales se hacía mención a la necesidad de una nueva ley de 
pesca. También podemos afirmar que este proyecto de ley introduce muchos temas que son de política 
de Estado en materia pesquera y de conservación de recursos ambientales. En ese sentido, 
probablemente no estén todos los consensos pero se hicieron todos los procesos de manera 
participativa y la mayor parte de los artículos no han merecido objeción alguna, al menos que recuerde 
de lo que he leído en las versiones taquigráficas. 


Por otra parte, introduce temas importantes e institucionaliza ámbitos de participación, como 
los Consejos Consultivos de Pesca, el Consejo Nacional de Pesca, el Consejo Nacional de Acuicultura 
y los Consejos Zonales de Pesca Artesanal. Quiere decir que crea tres ámbitos de participación para 
que se siga trabajando en esta materia y nosotros somos los primeros interesados en que todo el 
sector privado y los trabajadores -porque, como vimos, también tienen responsabilidad en esto- se 
involucren en estos temas. 


Frente a la mención que hacen los armadores a propósito de la falta de un plan estratégico, 
debo decir que se podrá compartir la política, o no, pero en 2009 se publicó la estrategia para el 
desarrollo sostenible de la pesca en el Uruguay y fue un trabajo que se realizó de manera participativa. 
El hecho de que falte alguna propuesta de uno u otro no es suficiente para descalificar ese esfuerzo 
que se hizo para contar con un documento en el que todo estuviera contemplado. 


Con relación a las sanciones y a la falta del debido proceso, creo que los armadores se 
refirieron, principalmente, a las demoras y a que se enteran tarde de algunos temas o de las 
notificaciones de las sanciones. Sin embargo, las sanciones demoran por todos los problemas que 
conllevan los procesos administrativos en el Estado, a veces por falta de personal y en otras por los 
recursos que se interponen. Esta última sentencia del Contencioso a la que hice referencia es una 
muestra de todo eso; reafirma la sanción que se puso, de una cuantía importante, y rebate todos estos 
temas. 


En lo que tiene que ver con la distribución de multas vale señalar que a lo mejor se pueden 
compartir algunos de los aspectos que manifiestan los armadores. En su momento entendimos que el 
tema de distribución de multas no debería estar incluido en este proyecto de ley. Por su parte, el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca había modificado el sistema existente desde hacía 
muchos años, por el cual el 50% de la multa se distribuía entre quienes intervenían en la constatación y 
en la dilucidación del expediente administrativo, pasando a repartirse, en su mayoría, entre todos los 
funcionarios de la Cartera. Creo que esto, de alguna manera, da mayor transparencia en el sentido de 


que los funcionarios de la Dinara -por los que hablo- no están a la caza de multas. Este sistema de 
distribución implica que en la actualidad el 50% sea repartido entre todos los funcionarios del 
Inciso -solo entre un 10% y un 20%, de ese 50%, es entre los funcionarios que constatan 
infracción-, y el 50% restante queda como fondos de libre disponibilidad que pueden ser usados por la 
Administración para los correspondientes créditos de investigación y de funcionamiento de la 
institución. 


Para terminar, debo decir que en los últimos años el mundo ha ido en una línea parecida a 
esta en cuanto al monto de las sanciones. Los beneficios que se obtienen por pescar mediante 
infracciones suponen ingresos de un valor muy importante. Por lo tanto, la multa tiene que ser un 
verdadero desestímulo, y a eso es a lo que apostamos, es decir, a que este tipo de sanciones y de 
cuantías -tal como figura en el proyecto de ley-, haga que las empresas tengan el máximo de los 
controles sobre la actividad que son de su responsabilidad. Ello ha hecho que hoy en día algunas 
empresas estén recibiendo en su celular una alarma que indica cuando el barco ingresa en una zona 
prohibida. Eso es así porque se han aplicado sanciones fuertes y ellos tratan de prevenirlas. Esta es 
una manera de ver como se refleja la responsabilidad empresarial. 


Por último, con respecto a la consulta sobre el Código de Comercio, debemos decir que 
pensamos que tiene cosas básicas que no se oponen a este proyecto de ley, pero precisamos una 
respuesta legal más profunda que ésta, en este momento. Este tipo de cláusulas es un poco la 
recomendación legal, de estilo, pero entendemos que ello se dilucida después a través de otros 
procesos. 


Nada más. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer dos preguntas. 


En primer lugar, el artículo 9% establece que el acceso a la pesca se haga por permisos de 
pesca -y da la definición-, por autorización o por concesiones. Me parece que aquí falta algo o yo no 
entiendo el proyecto de ley. Si una persona va a pescar a un arroyo con una caña y un anzuelo, ¿a 
cuál de estas categorías pertenece? Dicho de otra manera, ¿no sería razonable que se estableciera en 
el propio proyecto de ley? Si yo tengo una caña, con un anzuelo y pesco, eso se llama pesca. ¿No 
debería establecerse que los ciudadanos tienen libre acceso a la pesca? Yo he visto cómo en otras 
legislaciones se ha autorizado específicamente. En la Comisión nos han planteado que si tienen que 
venir a Montevideo a sacar un permiso, no van a poder pescar más. ¿En esos casos -igual que si se 
pescara merluza con un barco- necesitarían una autorización o una concesión? 


En segundo término, quiero plantear lo siguiente. Cuando vinieron los armadores -a algunos 
los conozco- estuve hablando con ellos de manera informal, y quisiera que me dieran cierta 
información sobre una situación que probablemente se esté produciendo ahora -me gustaría que 
conste en la versión taquigráfica si hay algo de esto- con los permisos corvineros. La pesca de la 
corvina es importante, es la segunda captura que nos da ingresos por exportación. Creo que hace uno 
o dos años exportábamos cerca de 80.000 toneladas de corvina, y esto es algo importante. Tengo 
entendido que existe transferencia de permisos de corvina, o que se está hablando de eso. No sé 
cuántos buques corvineros hay; creo que nosotros tenemos ochenta que están en actividad. 
Seguramente, una parte de esos buques estén autorizados a pescar corvina, pero hay alguien que está 
comprando los permisos para pesca de corvina. Según la información que ustedes nos brindan, esto 
sería ilegal porque está establecido que los permisos son intransferibles. 


SEÑOR GILARDON!.- Sí, pero lo sería en caso de aprobarse el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concretamente, me gustaría saber si hay alguna información oficial a este 
respecto, porque me parece que algunos empresarios nacionales tienen el temor de que se esté 
conformando un monopolio del manejo de la corvina en los cupos a los que tiene acceso el Uruguay, lo 
que sería grave porque es una pesca importante para el país. 


Esas serían las dos preguntas concretas, una referida al proyecto de ley, y la otra, a una 
situación que se está dando actualmente. 


SEÑOR GILARDON!.- Con respecto a la última pregunta, siempre existen rumores, y en este caso son 
posibles porque la transferencia de permisos no está prohibida y para que esta se dé ni siquiera se 
necesita el consentimiento de la Dinara ni del Ministerio. Una vez hecha la transferencia, lo único que 
tiene que hacer el Ministerio es tramitarla, y si no existen deudas ni ningún impedimento legal -como el 
que normalmente puede haber en cualquier negocio-, el Poder Ejecutivo tiene que autorizarla. Este es 
uno de los motivos por los cuales decimos que hay que tener mucho cuidado, en especial en Uruguay, 
donde las pesquerías son limitadas. Si bien existe la necesidad de tener cierta escala para cualquier 
producción, la conformación de un monopolio puede terminar siendo negativa en algunos aspectos del 
desarrollo de la actividad. 


Entonces, lo que el señor Presidente está preguntando fue lo que tratamos de trasmitir como 
uno de los motivos por los cuales propusimos y apoyamos este artículo. 


Con relación a la pesca deportiva, entendemos -como creo que lo hacen todos los 
ciudadanos- que para pescar con un mojarrero o para ir a pescar a la escollera no es necesario tener 
permiso para pesca deportiva. Sin embargo, pueden existir zonas, especies o épocas en las que un 
permiso sea requerido. Este proyecto de ley tiene un capítulo dedicado a la pesca deportiva -la ley 
anterior no lo tenía- que contiene dos artículos. Uno de ellos, que prohíbe la comercialización de los 
productos de la pesca deportiva, estaba reflejado de alguna manera en la reglamentación, prohibición 
que es totalmente razonable porque el objetivo no es ese. El otro artículo quizás no haya quedado del 
todo claro y pueda dar lugar a entender lo contrario a lo que estoy diciendo; me refiero al artículo 44, 
que expresa: “La pesca deportiva podrá ejercerse previa obtención de permiso de pesca deportiva, en 
el que se establecerán las condiciones particulares respecto a especies, períodos y artes empleadas, 
de conformidad con la reglamentación”. Nuestra propuesta con relación a este artículo es que el Poder 
Ejecutivo pueda reglamentar la actividad para, así, establecer en qué zonas puede haber determinada 
pesca deportiva. Por ejemplo, uno de los permisos por el cual hoy día la Dinara recauda más tiene que 
ver con la pesca deportiva en la zona de exclusión de Salto Grande, de acuerdo con el reglamento de 
la CARU, que otorga exclusividad. Esos permisos son adjudicados por licitación y se hace en base a 
ese reglamento de la CARU que, de alguna manera, está por encima de nuestra legislación, donde no 
figura la potestad de otorgar un permiso para pesca deportiva. 


Pensamos que la pesca recreativa -como más nos gusta llamarla- es proclive a tener un 
desarrollo importante acompañando al turismo; hoy día ya tiene un desarrollo importante. Y es así que 
en mayo de 2010 el Poder Ejecutivo aprobó un proyecto de decreto que nosotros le hicimos llegar, 
creando una reserva de pesca deportiva en todo en todo el Río Yí y sus afluentes, donde hay un 
marcado interés ambiental y especies que los pescadores deportivos entienden muy valiosas por el 
tipo de pesca. Se lleva a cabo el tipo de pesca con mosca como se hace en otros países y se trata de 
la tararira tornasolada. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- No es mi propósito, bajo ningún punto de vista, establecer una contradicción - 
ni cosas por el estilo- con respecto a lo que usted está pretendiendo implementar, seguramente con la 
mejor intención. 


No obstante, lo que advierto es algo que seguramente quienes hoy nos visitan conocen - 
como muchos sabemos- en profundidad. Me refiero a la ausencia total de controles de pesca en buena 
parte de los ríos y arroyos de nuestro país. Lo digo porque soy un recorredor -no soy pescador de 
nada-; me gusta andar por todos lados y he transitado el Río Negro en toda su extensión, 
fundamentalmente desde la represa de Palmar hasta Mercedes y desde allí hasta la desembocadura, y 
les puedo asegurar que el Río Negro, en ese tramo, está atravesado por trasmallos de largo a largo, de 
manera sistemática. Y con el Río Yí ocurre otro tanto; lo expreso porque también he recorrido el Río 
Negro por el Río Yí hacia arriba, varios kilómetros. Si bien esta es una realidad que se da en la 
actualidad, sucede desde hace muchísimo tiempo. En mi opinión se trata de un tema de control, 
porque si se otorgan los permisos, pero después los permisarios y los que no soliciten los permisos 
terminan haciendo de los ríos una utilización total y abusiva, estamos en problemas y en contra de los 
principios que se dijo que inspiraban, precisamente, este tipo de iniciativas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pretendo que agotemos el tema de la pesca deportiva para luego hacer 
referencia al asunto planteado por el señor Senador Larrañaga, quien lo manifestó con énfasis como 
aseveración, pero imagino que ustedes tendrán algo para decir. 


SEÑOR GILARDON!.- Me parece correcto. 


Quizá la redacción de este artículo no sea feliz. Lo que pretendemos es que el Poder 
Ejecutivo tenga la potestad de reglamentar y, en algunos casos, exigir que exista un registro de 
determinas zonas de pesca deportiva para ciertas especies. 


Con respecto a la afirmación del señor Senador Larrañaga, deseo comenzar por las 
coincidencias. Siempre vamos a estar de acuerdo con que los controles no son suficientes, pero vale la 
pena decir, en primer lugar, que es un tema que nos preocupa y, en segundo término, que se ha 
involucrado mucho a otras autoridades como la Prefectura Nacional Naval y la Policía. En mérito a la 
ley anterior todos los integrantes del Poder Ejecutivo tienen el deber de coadyuvar en el control de la 
pesca y este proyecto de ley introduce que todos los funcionarios del Poder Ejecutivo y de los 
Gobiernos Departamentales tienen el deber de coadyuvar en este tipo de control. Con respecto al Río 
Yi, pensamos que es una zona a desarrollar, pero no por parte de la Dinara. Es muy importante que, de 
alguna manera, se perciba que eso puede ser un valor agregado para el turismo, por parte de quienes 
tienen potestades en esa área y de las autoridades departamentales y municipales. 


Con relación a los controles, voy a agregar que en el año 2008, por resolución del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, se prohibió la pesca con redes en todos los ríos y arroyos del país, 
con excepción del Río Uruguay, determinadas zonas del Río Negro y, por supuesto, del Río de la Plata 
y de los ríos de frontera. Eso hizo que resultaran mucho más fáciles los controles y que hoy se 
decomisen y se retiren muchas redes de donde no están permitidas, como es el caso del Río Arapey, 
del Río Daymán y del Río Tacuarembó, aunque sabemos que esto no es suficiente. 


Para terminar, quiero decir que estamos trabajando en forma cercana con los pescadores 
artesanales, creando Consejos Locales de Pesca, donde se involucran la Dinara, los pescadores, la 
Prefectura, las autoridades departamentales -como ya estaba establecido en la ley- y las autoridades 
municipales. La finalidad de estos Consejos Locales de Pesca es que se mejore la administración y el 
ordenamiento de la actividad. Por ejemplo, en San Gregorio de Polanco se definieron vedas a 
propuesta de los propios pescadores y con control mutuo. De alguna manera, queremos que esto se 
extienda porque nos está dando muy buenos resultados. Los controles deben hacerse a través de la 
Policía, aunque todos conocemos las dificultades que existen para que se concrete esa presencia en 
todos los puntos donde hay pesca artesanal. También queremos que se involucren los responsables en 
el control y en la generación de los procesos de toma de decisiones que terminan en las medidas de 
ordenamiento. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Voy a hacer un comentario, como siempre, con la intención de aportar. No 
dudo de las intenciones que nuestros visitantes han manifestado en el transcurso de la última 
exposición, en contestación a la mía. Creo que los controles, realmente, desde hace muchos años -o 
desde siempre- han sido inexistentes y hoy lo siguen siendo. Con muy buen criterio, creo que en la 
anterior Administración, en la zona del Río Negro, sobre la Ruta 3 se estableció un destacamento de 
Prefectura. Ahora bien, ese destacamento tiene un oficial de manera permanente, pero no cuenta ni 
siquiera con una canoa, por lo que no puede hacer absolutamente nada, más que mirar desde el río 
hasta donde se lo permita el horizonte. Más allá de lo que aquí se ha expresado con respecto al 
involucramiento de autoridades departamentales, fuerzas vivas, pescadores artesanales adonde 
puedan estar organizados, como es el caso de San Gregorio de Polanco, en toda la extensión del Río 
Negro hay una cantidad enorme de pescadores artesanales que no tienen ningún tipo de organización; 
esa es la realidad de los ríos. En la zona que yo conozco de memoria, que es la del Río Negro sobre la 
Ruta 3, puedo asegurar que desde hace años -10, 12 o 14 años-, circulaban camiones refrigerados del 
Brasil, llevándose todo lo que se podía sacar, aunque después todo eso se cortó. Ahora bien, 
tengamos en cuenta que, cruzando zonas del Río Negro, después de la represa de Palmar -que son 
zonas angostas como lo es, por ejemplo, Villa Darwin-, empieza el boyado del kilómetro 85, cuarenta 
kilómetros antes de la ciudad de Mercedes, y que eso es tierra absolutamente de nadie. Esa es la 
realidad de lo que acontece. Digo esto porque soy un especialista en cortar las redes con el motor de 
mi embarcación, más allá de los entreveros que eso genera, y me caracterizo por llevar una especie de 
ancla con la que arrastro las redes y las corto. Insisto en que eso es lo que está pasando hoy en buena 
parte de los ríos y arroyos del Uruguay. Salvando los controles de Prefectura, que puede tener 
idoneidad, posibilidades y potencialidad, no sé a qué otros controles se puede hacer referencia. En las 
Intendencias el control es absolutamente nulo porque no tienen potestades ni embarcaciones, más allá 
de lo que se pueda expresar en líneas generales. 


Quería dejar planteada esta preocupación en la que no atribuyo responsabilidad a nuestros 
invitados; simplemente, es una responsabilidad del país. Todos tenemos que hacer el esfuerzo de 
cuidar riquezas naturales que son invalorables y que, temo, se están depreciando, tal como se ve que 
está pasando con la calidad de las aguas en algunos ríos -como el Río Negro-, algo que a lo largo del 
tiempo ha venido recrudeciendo. Me refiero a ese limo verde que, si bien no es competencia de 
nuestros invitados, es gravísimo. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En primer lugar, quiero hacer un comentario. 


El hecho de que en un proyecto de ley que tiene 91 artículos se consulte sobre tres o cuatro 
disposiciones, me hace pensar que tendrá una rápida aprobación, por supuesto, si se está de acuerdo 
con él. 


Me pareció interesante lo planteado por el señor Presidente, así como algunas cosas 
expresadas por el señor Senador Larrañaga, porque no desconocen la realidad con relación a los 
diferentes tipos de pesca. En este sentido, me gustaría saber si se hace alguna diferenciación entre la 
pesca artesanal, recreativa y de subsistencia. 


SEÑOR GILARDON!.- No. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Recuerdo que un viejo Legislador decía: “¿Qué quieren decir con la ley? Bueno, 
díganlo”. Entonces, si queremos que la pesca recreativa sea libre podríamos establecerlo. 


Teniendo en cuenta que el inciso segundo del artículo 29 expresa que “La pesca de 
subsistencia estará exenta del pago de cualquier precio o tributo”. Supongo que será libre y, por lo 
tanto, podríamos incluir en ella a la pesca recreativa. Hago esta consulta para saber si esto mejoraría o 
no el proyecto de ley y si se contempla lo señalado por el señor Presidente. 


SEÑOR GILARDONI.- La iniciativa introduce la pesca de subsistencia a nivel legal, lo que 
seguramente solucionará muchos temas. Pensamos que la pesca de subsistencia es aquella que, si 
bien se puede comercializar, es para el consumo propio y para la compra de los elementos de uso 
diario. Luego se distingue ente la pesca comercial y la deportiva. Hace instantes dije que algunos 
permisos de pesca deportiva son los más caros que tienen el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y la Dinara, pero no porque se los haya fijado más caros, sino porque los particulares, a través 
de licitaciones, así lo han ofertado. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Disculpe, la curiosidad, pero ¿cuánto se paga un permiso de ese tipo? 


SEÑOR GILARDON!.- Por ejemplo, en una licitación que acaba de concluir, porque los titulares no 
quisieron prorrogarlo, habían ofrecido cerca de US$ 110.000 anuales por embarcación. En este 
caso, como se trataba de dos embarcaciones, la suma ascendía a US$ 220.000 anuales. Por lo tanto, 
queda claro y además hay consenso. Nosotros tratamos de expresar lo que pensamos y eso debe 
quedar plasmado en el proyecto de ley, tal como decía el señor Senador. No pretendemos que todo 
el mundo pague por un permiso de pesca deportiva. Entendemos que debe quedar una ventana 
abierta para que eso se reglamente porque puede haber algunos casos que ameriten el pago o la 
obtención de un permiso. El hecho de tener además un permiso de pesca y registros implica que se va 
a recibir mucha información sobre lo que se captura. Hay países en donde la pesca en alta mar tiene 
mucho valor y la información de lo que se extrae también es importante para las evaluaciones del 
recurso pesquero. 


Tratamos de proponer -quizás no quedó bien plasmado en el texto- que quede una ventana 
abierta para que se pueda reglamentar y en algunos casos cobrar los permisos de pesca deportiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay que separar la pesca deportiva y de subsistencia, de otro tipo de pesca 
como la que realiza quien tiene una caña y un anzuelo y se pone a pescar a la orilla de un arroyo. En 
realidad, esta persona no va a aportar información significativa porque va a pescar poco -pescando así 
no va a capturar mucho- y eso no afecta la biomasa. Por lo tanto, entiendo que sería bueno que en 
este proyecto de ley hubiera un artículo que permitiera el acceso libre a la pesca, que no sé si 


encuadra dentro de lo que es pesca recreativa, a ese tipo de persona. La pesca deportiva apunta más 
al “pesca y pague”, o sea al deporte de pescar, que es motivo de actividad comercial, pero si pensamos 
en quien está pescando a la orilla de un arroyo, sin embarcación, nada más que con una caña ¿sería 
contradictorio que en el proyecto de ley se dijera que en esas condiciones la pesca es libre? ¿Si se va 
a pescar a la escollera se puede entender que es una pesca deportiva? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- No, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal como está redactado, parecería que antes de ir a pescar a la escollera se 
necesita sacar un permiso. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Ese es un tipo de pesca recreativa. 


SEÑOR GILARDONI.- Me gusta el término “recreativo” porque es lo que está vinculado al 
esparcimiento y al uso recreativo de los recursos acuáticos y del agua. La pesca deportiva es cuando 
se compite por quién pesca más, pero en realidad el término se usa de manera indistinta. Creo que, de 
alguna manera, el artículo relativo a la pesca deportiva se puede modificar y establecer que se podrá 
ejercer libremente salvo en los casos en que la reglamentación del Poder Ejecutivo disponga lo 
contrario para determinadas especies, zonas o áreas. De esta forma todos podríamos estar conformes, 
pero la decisión es de ustedes. 


Ya en la introducción dije que como probablemente se harán correcciones en el texto de los 
artículos y esta iniciativa habrá de volver a la Cámara de Representantes, tenemos una propuesta para 
el artículo 38 que nos parece que redondea mejor algunas situaciones que se han acentuado en los 
últimos años. 


El texto del artículo 38 del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes dice: 
“(Inscripción de embarcaciones).- Las embarcaciones empleadas en la actividad pesquera, deberán 
acreditar la inscripción en la matrícula nacional y enarbolar pabellón nacional”. Queremos plantear el 
siguiente agregado: “El Poder Ejecutivo, por razones fundadas, podrá otorgar permisos a buques de 
bandera extranjera conforme a la reglamentación respectiva”. El fundamento para esto es que 
actualmente hay especies que no son totalmente explotadas en el país, y que los inversores y 
armadores nacionales no tienen interés o no les es rentable dicha actividad; inclusive, hay algunas 
tecnologías que son caras y el proceso de pescar con embarcaciones extranjeras puede atraer 
inversores y nuevas tecnologías. Desde el año 2010 -salvo en 2012- hemos dado permisos de este 
tipo a dos o tres barcos japoneses por año para la pesca de atún en aguas nacionales, principalmente 
de ojo grande, aunque este año se está pescando mucha albacora. 


Uruguay dispone de un área de pesca muy interesante para el atún, tiene cupos que hemos 
defendido y conseguimos aumentarlos en la Comisión Internacional para la Conservación del Atún 
Atlántico, pero la única manera de defender esos cupos mientras no haya interesados nacionales es 
por esta vía. 


Al igual que la pesca de atún podría citar, por ejemplo, la pesca de anchoíta, que hoy también 
está subexplotada. 


La ley anterior contempla esta situación, pero como vimos que este artículo dejaba un vacío 
nos parecía importante no llenarlo y permitir que otras Administraciones dispongan de lo mismo para 
desarrollar algunas pesquerías. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos recibido la propuesta del Poder Ejecutivo y agradecemos su 
presencia. 


(Se retiran de Sala el señor Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero 
agrimensor Enzo Benech, el Director Nacional de Recursos Acuáticos, doctor Daniel Gilardoni, y sus 
asesores.) 


-Quiero recordar que si bien se nos hicieron llegar algunos pedidos de audiencia para 
plantear puntos de vista sobre este proyecto de ley, en una reunión anterior resolvimos que solo serían 
concedidas a quienes tuvieran aportes significativos para hacer, porque en la Cámara de 
Representantes ya fueron recibidas otras organizaciones y hay un repartido con lo expuesto por cada 
una. 


Los planteos de la Asociación de Armadores Pesqueros sobre el articulado están tratados, 
por lo que en la próxima sesión tendríamos que resolver sobre el proyecto de ley teniendo en cuenta 
todo lo que se discutió en el Parlamento. 


SEÑOR LARRANÑGA.- No estoy de acuerdo con resolver sobre la totalidad del proyecto de ley porque 
tengo gente que está estudiando este tema y no sé si llegaré en los tiempos que señala el señor 
Presidente, pues pensé que su tratamiento final podía demorar un poco más y queremos aportar en 
ese sentido. Por supuesto que no tengo problema de que se comience a tratar. 


SEÑOR NIN NOVOA.- De pronto se podrían desglosar los artículos en los que el señor Senador tenga 
dudas y votar los demás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente, quiero recordar que quien habla envió este proyecto de ley al 
Parlamento cuando era Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, por lo que ya lleva cinco años. 
Cuando cambió el Gobierno se comenzó a estudiar nuevamente y, entonces, se deben recibir todos los 
aportes que los señores Senadores estimen del caso. Así que empezaríamos a tratarlo en la próxima 
sesión para empezar a resolver. 


(Apoyados.) 


-No soy el Presidente de la Comisión, pero quiero ir avanzando y, además, tenemos otros 
proyectos de ley a estudio. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Teniendo en cuenta que la exposición que hizo la Asociación de Armadores 
Pesqueros fue, a mi juicio, muy formalizada y que se trata de gente con intereses muy grandes en 
torno al tema de la pesca, pediría que se remitiera la versión taquigráfica de la sesión de hoy con una 
nota en la que se aclare que estamos dispuestos a escuchar comentarios, sugerencias y, 
eventualmente, recibirlos. Me refiero a que se haga por escrito. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¡Apoyado! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo que cuando empezó la reunión con la Asociación de Armadores 
Pesqueros dijo que no tenía consenso sobre el proyecto de ley y que lo propio sucedía con el Sindicato 
Único de Trabajadores del Mar y Afines, quienes plantearon que no se podía aprobar una ley si no 
había un plan de pesca. Pero, además, dijeron que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
tiene a la Dinara en la vereda de enfrente y siempre la pesca es olvidada. Y ellos tienen una posición, 
como sindicato, de que hay un Ministerio de Pesca. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Ya vinieron a esta Comisión? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concurrieron a la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes y 
tenemos la versión taquigráfica de esa reunión. 


Además, manifiestan que quieren una flota pesquera con un ente testigo; y acá tenemos el 
recuerdo de la ex SOYP. 


Son posiciones que manifestó el sindicato y, si bien entendían que la ley tiene muchas cosas 
que hay que actualizar, hacen faltas otras. Todos estos comentarios figuran en la versión taquigráfica. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Reitero, les podemos solicitar que nos envíen la información por escrito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 21 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


